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Un caso que permite  
mirar el problema 
Una persona puede reconocer una 
deuda, expresar su voluntad de pa-
gar y, al mismo tiempo, reclamar 
que el mecanismo de cobro no ab-
sorba un ingreso indispensable 
para vivir.  

Esta tensión ha aparecido con 
claridad en una decisión reciente 
de la Cámara de Apelaciones en lo 
Civil y Comercial y Contencioso-
administrativo de 2ª Nominación 
de la Ciudad de Río Cuarto. 

En el caso “Velázquez c/ Banco 
de Córdoba”, la actora, empleada 
pública provincial, admitió una 
deuda derivada de una tarjeta de 
crédito y afirmó que había solicita-
do su refinanciación. También 
sostuvo que desconocía el monto 
total, la forma en que se imputa-
ban las retenciones y el saldo sub-
sistente. La documentación acom-
pañada mostraba, en una aprecia-
ción propia de la etapa cautelar, 
descuentos identificados como 
“Deuda Bancor” que en algunos 
períodos superaban 48 por ciento 
de sus ingresos.  

Por mayoría, mediante el auto 
número 105 del pasado 22 de abril, 
la cámara ordenó que los débitos 
futuros no excedieran 20% de los 
haberes, hasta la resolución de la 
cuestión de fondo, y exigió al ban-
co un informe detallado. El voto 
minoritario consideró improce-
dente la medida autónoma porque 
anticipaba el posible resultado de 
una acción todavía no promovida. 

La precisión es importante. Aquí 
no se está en presencia de una sen-
tencia definitiva sobre sobreen-
deudamiento ni de una decisión 
que haya examinado cómo se 
otorgó el crédito, si intervinieron 
algoritmos o si existieron patrones 
oscuros. El pronunciamiento re-
solvió una tutela provisional frente 
a lo alegado sobre una modalidad 
específica de cobro e insuficiencia 
informativa.  

Su valor para esta reflexión per-
sonal de la autora consiste en otro 
punto: permite observar el tramo 
final de una relación crediticia en 
la cual el proveedor administra el 
sistema, conoce los movimientos y 
puede ejecutar automáticamente 
el cobro, mientras el consumidor 
afirma no conocer con exactitud 
cuánto debe, ni cómo se aplican 
los importes retenidos.  

El contexto, estimado lector, ex-
cede el caso: según datos de Ban-
cor, publicados por este diario Co-
mercio y Justicia el pasado día 24, 
54.000 de 565.000 deudores regis-
traban atrasos superiores a 90 días 
y el plan provincial de refinancia-
ción recibía entre 80 mil y 100 mil 
adhesiones diarias. 

Las observaciones que siguen 
tienen un alcance general y mera-
mente exploratorio. No ofrecen 
una respuesta anticipada para 
controversias individuales. En ca-
da proceso será necesario recons-
truir el itinerario concreto de la 
oferta, la contratación, el cobro; 

precisar qué información se sumi-
nistró y cómo fue presentada; de-
terminar si intervinieron mecanis-
mos de perfilamiento, o diseño 
persuasivo y, en su caso, qué inci-
dencia tuvieron. 

Todo ello debe ser valorado a 
partir de las alegaciones y la prue-
ba efectivamente producida. Esto 
es así ya que la contratación elec-
trónica, el uso de decisiones auto-
matizadas o la situación de sobre-
endeudamiento no permiten -por 
sí solos- tener por configurados un 
defecto informativo, un patrón os-
curo o un otorgamiento irrespon-
sable del crédito. 

 
El crédito digital acorta la decisión 
El sobreendeudamiento no nació 
con el teléfono inteligente. Eventos 
personales como la pérdida del 
trabajo, una enfermedad, la infla-
ción, y la necesidad de financiar 
gastos ordinarios han llevado his-
tóricamente a muchas familias a 
acumular obligaciones que luego 
no pueden atender sin compro-
meter su subsistencia.  

Por eso, en mi opinión sería in-
correcto atribuir el fenómeno ex-
clusivamente a la tecnología o des-
cribir sin más toda toma de crédito 
como una conducta irracional del 
consumidor. 

La digitalización, sin embargo, 
cambió la velocidad, la escala y el 
contexto de la contratación. Un 
crédito puede ser ofrecido, evalua-
do, aceptado, acreditado y someti-
do a un mecanismo automático de 
cobro sin presencia física y en po-
cos minutos. Esa facilidad reduce 
costos, amplía horarios y puede fa-
vorecer la inclusión financiera. Pe-
ro también comprime el tiempo 
disponible para comparar alterna-
tivas, comprender el costo total y 
valorar cómo incidirán las cuotas 
sobre los ingresos futuros. 

La misma operación que para el 
proveedor constituye una secuen-
cia calculada de datos, validacio-
nes y decisiones puede aparecer 
ante el consumidor como una su-
ma disponible de inmediato y una 
cuota aparentemente tolerable.  

Todo parece indicar que la dis-
tancia entre esas dos representa-
ciones da cuerpo a una nueva asi-
metría. Debe advertirse, sin em-
bargo, que el problema no reside 
en la utilización del medio electró-
nico sino en diseñar una contrata-
ción para que su rapidez relativice 
la deliberación o para que la facili-
dad de obtener dinero oculte la di-
ficultad de devolverlo. 

 
La atención también  
integra la decisión 
El derecho del consumo ha trabaja-
do durante décadas sobre el deber 
de informar. El entorno digital obli-
ga a formular una pregunta adicio-
nal: no solo qué información fue 
puesta a disposición sino de qué 

manera y en qué momento pudo 
ser advertida y comprendida. 

La atención humana es limitada. 
En una pantalla pequeña, entre 
avisos, desplazamientos, botones, 
interrupciones y textos extensos, el 
consumidor selecciona algunos 
datos e ignora otros. 

Esa limitación se intensifica 
cuando la decisión se adopta bajo 
necesidad económica, cansancio, 
urgencia o preocupación. 

Los estudios sobre arquitectura 
de elección muestran que la pre-
sentación de las opciones puede 
orientar la conducta mediante la 
prominencia de determinados bo-
tones, las opciones preselecciona-
das, la urgencia, la prueba social o 
las diferencias de fricción.  

En materia crediticia, una inter-
faz puede destacar la acreditación 
inmediata y relegar el costo total; 
facilitar la aceptación en un paso y 
exigir un recorrido complejo para 
desistir, cancelar o solicitar una re-
financiación.  

Esas posibilidades deben anali-
zarse como ejemplos generales: el 
fallo de Río Cuarto no acreditó que 
hubieran ocurrido en el caso. 

 
Perfilamiento y  
asimetría algorítmica 
El proveedor digital puede dispo-
ner de información que excede la 
contenida en una solicitud tradi-
cional: ingresos acreditados en 
una cuenta, historial de pagos, 
productos contratados, horarios 
de conexión, consultas, simulacio-
nes y respuestas anteriores a deter-
minadas ofertas.  

Según el sistema utilizado, esos 
datos pueden alimentar perfiles y 
modelos destinados a estimar ries-
go, seleccionar destinatarios o per-
sonalizar el monto, el mensaje y el 
momento de una propuesta. 

El perfilamiento no es ilícito por 
sí mismo. Puede mejorar la evalua-
ción, reducir el fraude y evitar ofer-
tas incompatibles con la capaci-
dad económica. La cuestión cam-
bia cuando el conocimiento obte-
nido se utiliza para identificar qué 

consumidor será más receptivo a 
un estímulo o cuándo es más pro-
bable que acepte, sin que pueda 
saber por qué recibió esa oferta, 
qué datos influyeron o si otros 
usuarios accedieron a condiciones 
diferentes. 

Esta asimetría es más profunda 
que la tradicional falta de conoci-
miento técnico. El proveedor co-
noce el producto y, cada vez con 
mayor precisión, puede conocer la 
conducta del destinatario.  

El consumidor, en cambio, igno-
ra cómo ha sido observado, clasifi-
cado y conducido dentro del itine-
rario de contratación. En un con-
flicto concreto, esta hipótesis no 
puede presumirse: deben identifi-
carse los datos utilizados, la regla 
de decisión y la intervención efec-
tivamente presentada. 

 
Solvencia no equivale  
a cobrabilidad 
La evaluación responsable del cré-
dito no puede agotarse en consta-
tar que existe un salario o una 
cuenta desde la cual será posible 
cobrar. La disponibilidad de un 
mecanismo eficaz de recupero no 
demuestra que el consumidor 
pueda cumplir sin dejar de atender 
alimentación, vivienda, salud y de-
más necesidades básicas. Solven-
cia y cobrabilidad responden a 
preguntas diferentes. 

Este punto es decisivo en la 
contratación digital. Si el sistema 
identifica ingresos regulares, 
aprueba el crédito y vincula su 
devolución a débitos automáti-
cos, puede existir una elevada 
probabilidad de cobro aunque la 
cuota resulte insostenible para la 
economía familiar. La secuencia 
puede completarse cuando la re-
ducción del ingreso disponible 
obliga a tomar un nuevo crédito 
para afrontar gastos ordinarios.  

No es un desenlace inevitable 
ni puede afirmarse sin prueba en 
cada caso, pero constituye un 
riesgo que la política crediticia 
debe considerar. 

El deber de otorgamiento res-
ponsable exige mirar la capaci-
dad sostenible de pago, no sola-
mente la posibilidad técnica de 
retener fondos.  

Deben ponderarse las obliga-
ciones existentes, la incidencia 
conjunta de las cuotas y un mar-
gen razonable para la subsisten-
cia. La responsabilidad del con-
sumidor por las obligaciones asu-
midas no desaparece.  

Lo que se rechaza es que toda 
consecuencia pueda justificarse 
mediante la mera existencia de 
una aceptación electrónica cuan-
do el proveedor tenía una capaci-
dad muy superior para evaluar, 
organizar y limitar el riesgo. 

Un desarrollo reciente del Banco 
Central de la República Argentina 
(BCRA) confirma que pueden in-

corporarse límites al diseño.  
Al crear el sistema de Cobro con 

Transferencia para préstamos, el 
BCRA (1) dispuso, específicamen-
te para ese instrumento, cuotas fi-
jas e iguales, una relación cuota in-
greso máxima de 30 por ciento al 
originarse el crédito, consenti-
miento expreso para debitar, aviso 
previo, baja inmediata y límites a 
los reintentos de cobro.  

La medida no constituye una re-
gulación general de todo crédito 
digital pero resulta significativa 
porque trata la prevención del so-
breendeudamiento como una 
condición de la operatoria y no 
únicamente como un problema 
posterior del deudor. 

Una regulación exigente tam-
bién enfrenta un contraargumento 
atendible: barreras excesivas pue-
den restringir el acceso al crédito 
formal y derivar consumidores a 
prestamistas informales más cos-
tosos. La respuesta no consiste en 
prohibir la contratación inmediata 
sino en establecer salvaguardas 
proporcionales al riesgo y conser-
var los beneficios de la innovación.  

La educación financiera ayuda 
pero no sustituye la responsabili-
dad profesional de quien diseña la 
oferta, administra los datos y deci-
de el mecanismo de cobro. 

 
Una mirada sobre  
todo el recorrido del crédito 
El caso de Río Cuarto no resolvió el 
problema general del sobreendeu-
damiento. Impuso, por mayoría y 
de manera cautelar, un límite tem-
poral a los débitos y exigió infor-
mación. Su enseñanza más amplia 
consiste en mostrar que la inter-
vención jurídica no debería co-
menzar cuando el ingreso ya que-
dó absorbido.  

Debe retroceder hasta la oferta, 
la evaluación de capacidad de pa-
go, la presentación de la informa-
ción y la configuración del consen-
timiento. 

La contratación electrónica obli-
ga a revisar una idea arraigada: que 
la libertad queda suficientemente 
demostrada porque el consumidor 
presionó un botón y el sistema re-
gistró su aceptación. Ese acto con-
serva importancia pero su valora-
ción exige conocer el entorno en el 
que fue realizado.  

La rapidez, la personalización, la 
arquitectura visual y el mecanismo 
automático de cobro forman parte 
de la relación contractual. 

El desafío, como siempre, es se-
guir estudiando. 

El curso “Comercio Electrónico 
y la tutela del Consumidor” se dic-
tará próximamente en Comercio y 
Justicia. 

 
NOTA  

(1) Información disponible en sitio web: 
https://www.bcra.gob.ar/noticias/cobro-
cuotas-con-transferencia-cct/

Crédito digital y sobreendeudamiento del  
consumidor: algunas ideas iniciales, a propósito 
del curso sobre contratación electrónica

Ángela M. Vinti 
Jueza Civil y Comercial. Integrante del equipo 

docente del curso sobre “Contratos electrónicos” 

ARCHIVO

operador02
Resaltado


